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de instancia del arto 29.3 E.T., dado que en absoluto
puede calificarse de arbitraria. Lo único censurable desde
la perspectiva constitucional, y en mérito a la igualdad
en la aplicación de la Ley, cuya invocación se deduce
de la demanda, es la falta de motivación del cambio
decisorio. No se aporta en el caso controvertido la razón
de la modificación de la doctrina consolidada por el pro­
pio órgano judicial sobre la determinación del interés
por mora del arto 29.3 E.T. Bien es verdad que la expli­
citación de ese cambio no siempre es exigible, como
ha reconocido este Tribunal en más de una ocasión,
cuando la interpretación rupturista se ofrece como solu­
ción genérica e indicativa en un cambio de criterio (se­
ñaladamente, en la STC 120/1987). Pero en el presente
caso no concurre dato alguno, ni interno, que derive
del propio fundamento de la Sentencia impugnada, pues­
to que ésta es trasunto fiel de las anteriores resoluciones
con la única diferencia relativa a la.cantidad cO,Psignada,
ni externo como pudiera ser una Sentencia ulterior simi­
lar a la impugnada, dictada por el mismo órgano judicial,
del que se puede inferir que la variación en el enten­
dimiento de la norma esté dotada de vocación de
generalidad.

Comprobado, por tanto, que el Juzgado de laSocial
en la Sentencia enjuiciada se aparta claramente de sus
propios precedentes y no aporta la explicación de ese
cambio, sin que exista, por otra parte, constancia de
que tal modificación sea advertida y, por tanto, sea reco­
nocible como una solución pro futuro, se ha de estimar
que la respuesta judicial dada es arbitraria e incurre en
trato desigual injustificado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Otorgar-91 amparo solicitado por la Junta de Extre­
madura y, en consecuencia:

1.° Restablecer al solicitante en su derecho cons­
titucional a la igualdad en la aplicación de la Ley.

2.° Declarar la nulidad de la Sentencia (núm. 319),
de 21 de noviembre de 1992, dictada por el Juzgado
de lo Social núm. 2 de Cáceres, en los autos núm.
440/92 a instancia de doña Manuela Jiménez Parejo
contra la hoy recurrente en amparo. .

3.° Retrotraer las actuaciones en los autos de refe­
rencia al momento inmediatamente anterior al de dictar
Sentencia, para que por el Juzgado de lo Social núm.
2 de Cáceres se dicte otra en la que, bien se aplique
la doctrina contradicha de resoluciones anteriores, con­
cretamente la fijada por las Sentencias núm. 114 de
4 de mayo de 1992 y núm. 274 de 27 de octubre de
1992, o bien se explicite la fundamentación justificadora
del cambio decisorio.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintitrés de junio de mil nove­
cientos noventa y cuatro.-Miguel Rodríguez-Piñero y
Bravo Fener.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gime­
no Sendra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz
Villalón.-Firmado y rubricado.

17499 Sala Primera. Sentencia 193/1994, de 23 de
junio de 1994. Recurso de amparo 87/1993.
Contra Auto dictado por la Sala Primera del
Tribunal Supremo que inadmitió en parte
recurso de casación contra Sentencia de la
Audiencia Provincial de Palma de Mallorca.
Supuesta vulneración del derecho a la tutela

. judicial efectiva: Inadmisión motivada de
recurso de casación intentado.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Pre­
sidente; don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente
Gimeno Sendra, don Rafael de Mendizábal Allende y
don Pedro Cruz Villalón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRé DEL REY

la sigwiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 87/93, promovido
por don José Antonio Obregón González del Corral, repre­
sentado por el Procurador de los Tribunales don Argimiro
Vázquez Guillén y asistido por el Letrado don Luis Felipe
Utrera Gómez, contra el Auto, de 3 de diciembre de
·1992, dictado por la Sala Primera del Tribunal Supremo
que inadmitía en parte el recurso de casación núm.
1.387/92, contra la Sentencia, de 20 de febrero de
1992, dictada por la Audiencia Provincial de Palma de
Mallorca. Ha comparecido el Ministerio Fiscal, y ha sido
Ponente el Magistrado don Carlos de la Vega Benayas,
quien expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
12 de enero de 1993, el Procurador don Argimiro Váz­
quez Guillén, en nombre y representación de don .José
Antonio Obregón González del Corral, interpone el pre­
sente recurso de amparo.

2. Los hechos que sirven de base a la demanda
son, en síntesis, los siguientes:

a) En el juicio de menor cuantía seguido en el Juz­
gado de Primera Instancia núm. 1 de Palma de Matlorca
con el oom. 1.053/89, la Sección Tercera de la Audien­
cia Provincial de dicha ciudad dictó Sentencia en ape­
lación con fecha de 20 de febrero de 1992.

b) Contra esta última el ahora recurrente, mediante
escrito de 5 de marzo de 1992, anunció su propósito
de interponer recurso de casación. Casación que se tuvo
por preparada por providencia de 10 de marzo'siguiente,
en la que se emplazó a las partes para que comparecieran
ante la Sala Primera del Tribunal Supremo en el término
de cuarenta días.

c) Con fecha de 8 de abril siguiente el demandante
se personó en el recurso, solicitando la entrega de las
actuaciones para su estudio. Y el día 19 de mayo -último
día del plazo de cuarenta días concedido- formalizó el
recurso de casación.

d) Tal recurso fue inadmitido por los motivos pri­
mero y quinto y admitido por los restantes por Auto
de la Sala Primera del Tribunal Supremo d.e 3 de diciem­
bre de 1992.

La inadmisión se fundamenta en que, al haberse inter­
puesto -formalizado- el recurso tras la entrada en vigor
de la Ley 10/1992. los motivos alegabies son los con­
templados en la L.E.C. tras su reforma por aquélla -Dis-
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posición transitoria segunda de dicha Ley-. En conse­
cuencia. como los motivos primero y quinto del recurso
se fundan en una causa suprimida tras la reforma: error
en la apreciación de la prueba -antiguo ordinal cuarto
del art. 1.692 L.E.C.-, procede su inadmisión.

3. La demanda basa su solicitud de amparo en la
lesión del derecho de tutela judicial efectiva sin inde­
fensión -arto 24.1 C.E.- por parte del Auto del Tribunal
Supremo impugnado. Los pronunciamientos que se inte­
resan son: a) que se declare la nulidad parcial de dicho
Auto y en consecuencia la admisión a trámite de los
motivos primero y quinto del recurso interpuesto; b) que
se eleve al Pleno de este Tribunal Constitucional. por
parte de la Sala, ouestión de inconstitucionalidad res­
pecto. de la Disposición transitoria segunda de la Ley
10/1992, de 30 de abril, de Medidas Ul'gentes de Refor­
ma Procesal. por lesionar el derecho de tutela judicial
efectiva; y c) subsidiariamente. se conceda un nuevo
plazo de treinta días -actual redacción del arto 1.696
L.E.C.- para que la parte presente un nuevo recurso
de casación conforme a la Ley 10/1992. Por medio
de otrosí se solicita la suspensión de! pronunciamiento
del Auto impugnado, así como del procedimiento de
casación en el que ha sido dictado.

La vulneración del arto 24.1 C.E. se considera pro­
ducida porque como la Ley 10/1992 entró en vigor
-el 6 de mayo de 1992-, no sólo cuando ya se había
establecido una relación procesal entre recurrente en
casación y Juzgador basada en la legislación vigente
anteriormente. sino incluso cuando restaban escasos
días para la expiración del plazo concedido para la inter­
posición de la casación, ello implicó una drástica reduc­
ción del plazo de cuarenta días -actualmente treinta­
que normalmente se otorga para formalizar tal recurso,
lo cual ha originado evidente indefensión.

De otra parte, como la Disposición transitoria segunda,
de la Ley 10/1992 debe interpretarse en relación con
la prrtnera, la cual dispone que «los procesos civiles ini­
ciados tras la entrada en vigor de esta Ley, continuaran
tramitándose... conforme a las normas vigentes en el
momento de su iniciación», a la que aquélla es una excep­
ción. no cabe ninguna duda de la contradicción entre
ambas e indefensión que a la parte produce el modo
en que se interpreta por el Tribunal Supremo dicha tran­
sitoria segunda.

La Disposición transitoria discutida, además, es una
norma de carácter procesal, es decir, aquella cuya efi­
cacia es predicable desde el momento procesal en que
se produce el supuesto de hecho que da lugar a la con­
secuencia jurídica prevista en la norma. y tal momento
procesal no es otro que la Sentencia emitida por la
Audiencia.Provincial. Como dicha [;lisposición transitoria.
ni prevé su carácter retroactivo. ni es una norma de
procedimiento -únicas excepciones a la anterior regla-,
sino una norma que fija los motivos de casación de una
Sentencia, y los motivos de casación aplicables a una
Sentencia no son los vigentes al tiempo de decidirse
su admisión a trámite, sino al tiempo de dictarse la Sen­
tencia, debe insistirse en la indefensión que a la parte
le ha producido la aplicación de una normativa posterior
a la del momento en que se produce la infracción del
ordenamiento jurídico.

Complementariamente, se argumenta también en la
demanda que. puesto que la repetida entrada en vigor
de la Ley 10/1992 vació parcialmente de contenido
sustantivo al recurso preparado con anterioridad. la ale­
gación de un.motivo de casación que justamente al inter­
ponerse aquél ya no estaba vigente ha de considerarse
como un defecto procesal subsanable. por lo que debería
haberse permitido su subsanación.

Previendo que la repetida Disposición transitoria
pudiera producir situaciones de indefensión como la aquí
alegada, el Tribunal Supremo debería haberla interpre­
tado no como lo hizo, sino del modo más favorable a
la efectividad del derecho consagrado on el art. 24.1
C.E.

4. Por providencia de 22 de abril de 1993, la Sec­
ción Segunda de la Sala Primera de este Tribunal Cons­
titucional acordó tener por interpuesto el recurso de
amparo, y por personado y parte en nombre del recurren­
te al Procurador señor Vázquez Guillén. Asimismo, se
concedió un plazo común de diez días al Ministerio Fiscal
y al solicitante del amparo. para que formularan las ale­
gaciones pertinentes respecto del motivo de inadmisión
consistente en carecer la demanda manifiestamente de
contenido que justifique una decisión por parte de este
Tribunal Constitucional [art. 50.1 c) LOTC).

5. El" Fiscal, en escrito presentado el 6 de mayo
de 1993. estima procedente la admisión del recurso.
habida cuenta de que la inadmisión puede haber sido
decidida con base en una interpretación excesivamente
formalista de las normas procesales contraria a la efec­
tividad del derecho fundamental de acceso al recurso.

6. Don Argimiro Vázquez Guillén, Procurador de los
Tribunales en nombre de don José Antonio Obregón
González del Corral, en escrito presentado el 11 de mayo
de 1993. considera que, reiterando todos y cada uno
de los argumentos ya expuestos en el recurso de amparo,
que la situación de indefensión en la que se ha puesto
a su parte mediante el Auto del Tribunal Supremo de
fecha 3 de diciembre de 1992, requiere un pronuhcia­
miento de este Tribunal Constitucional que corrija o miti­
gue en lo posible la lesión producida en su representado.
y solicita admitir la demanda de amparo presentada en
su día.oictando en su día. previa su sustanciación, sen­
tencia otorgando el amparo en los términos y con el
alcance precisados en el escrito del recurso de amparo
presentado.

7. Por providencia de 28 de junio de 1993, la Sec­
ción Segunda acordó admitir a trámite la demanda de
amparo. y a tenor de lo dispuesto en el ar( 51 LOTC.
requerir al Tribunal Supremo. a la Audiencia Provincial
de Palma de Mallorca. y al Juzgado de Primera Instancia
núm. 1 de dicha capital, para que en el plazo de diez
días remitieran las respectivas actuaciones.

8. Por providencia de 25 de octubre de 1993, la
Sección Segunda acordó tener por recibidos los testi­
monios de las. actuaciones remitidos por el Tribunal
Supremo, la Audiencia Provincial de Palma de Mallorca
y el Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de dicha capital.
Asimismo, se concedió un plazo común de veinte días
al Ministerio Fiscal y al solicitante del amparo. para que
dentro de dicho término pudieran presentar las alega­
ciones que estim¡¡ran oportunas.

9. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional. en escrito
presentado el 12 de noviembre de 1993. después de
sintetizar los hechos y la doctrina de este Tribunal. alega
que el Auto de la Sala Primera del Tribunal Supremo.
aplicando la legislación procesal impuesta por la Ley
10/1992, inadmite los motivos primero y quinto del
recurso de casación por cuanto al amparo del antiguo
ordinal 4.° del arto 1.692 L.E.C., se funda en error en
la apreciación de la prueba, motivo suprimido por la cita­
da Ley. A este respecto la Sala. si bien se refiere a la
Disposición transitoria segunda de la Ley 10/1992, no
reproduce de modo fiel el texto de la misma, toda vez
que aquélla no utiliza los conceptos jurídico-técnicos de
preparación o formalización. sino el más genérico de
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interposición que admite una interpretación dual a la
que 'luego aludiremos. De cualquier forma. ésta norma
seguida para la resolución de inadmisión, se refuerza
con la Disposición transitoria sexta del Real Decreto de
3 de febrero de 1981.

Pero el razonamiento desplegado por la Sala y la nor­
ma que se utiliza como rectora parl¡l determinar la legis­
lación aplicable merecen, sin embargo, reproches que
nos situan en el indicio de la lesión constitucional.

Así, por lo que respecta a la aplicación de la Dis­
posición transitoria segunda de la Ley 10/1992, entien­
de el Fiscal que su texto no autoriza a la afirmación
de que la ley antigua (Ley 34/1984), no se aplique a
aquellos procedimientos que aún no han sido forma­
lizados en la fecha de entrada en vigor de la misma,
es decir, el 6 de mayo de 1993. El texto sólo habla
de que los límites serán los determinados por la legis­
lación vigente en el momento de la interposición del
recurso, sin aparecer de modo claro si este término es
utilizado en sentido técnico-jurídico que nos llevaría al
escrito de formalización del recurso, o por el contrario
hemos de retrotraernos al momento de la preparación,
por entender que este concepto y el de formalización
es un todo unitario a efectos de la toma en consideración
de los presupuestos del recurso.

La solución del Auto recurrido en amparo pasa, sigue
el Fiscal. a efectos de legislación aplicable, por la sepa­
ración tajante de las fases de preparación e interposición
del recurso considerándolo como actos aislados desco­
nectados de la idea unitaria de instancia, que por cierto
presidía la legislación transitoria de la Ley 36/1984 y
que dio pie a numerosa jurisprudencia de aquel momento
que entendía no fraccionable aquella a efectos de apli­
cación de normativa.

La unidad de tramitación del recurso de casación
imposibilita, a riesgo de distorsionar el proceso, que sean
distintas las normas aplicables a la preparación y a la
interposición del recurso de los que se deduce que la
instancia casacional se inicia en el momento de la pre­
paración por lo que pendiente de la misma no cabe
interponer recurso alguno ni siquiera formalizar el recur­
so de casación si se tiene en cuenta que, con indepen­
dencia de los antecedentes históricos en nuestro Dere­
cho, se verifica un primer control o enjuiciamiento del
cumplimiento de ciertos requisitos para la admisión del
recurso ya en la fase de preparación por lo que no es
ilógico. dice el Tribunal Constitucional (STC 81/1986),
conceptuar el trámite de preparación como verdadera
fase de iniciación de la instancia casacional. De otra
parte, la norma transitoria no' imponé a los Tribunales
la obligación de aplicarla, sino que al emplear la palabra
«podrá» permite que éstos la interpreten de la manera
más adecuada al favorecimiento del derecho fundamen­
tal de acceso al proceso y al recurso, contenido del dere­
cho fundamental a la tutela judicial efectiva. La inter­
pretación realizada por el Auto del Tribunal Supremo
desconoce este derecho fundamental y por ello la causa
legal alegada para la inadmisión del recurso carece de
fundamento razonable. constituye una aplicación forma­
lista y enervante de la Disposición transitoria y crea un
obstáculo procesal para el acceso al recurso de casación
que una interpretación racional y fundada en su natu­
raleza no crearía.

Por ello, el Fiscal interesa se dicte Sentencia por el
Tribunal Constitucional. otorgando el amparo, por vul­
nerar el Auto impugnado el derecho fundamental a la
tutela judicial efectiva consagrado en el arto 24.1 C.E.

10. Don Ar\limiro' Vázquez Guillén, Procurador de
los Tribunales, en nombre de don José Antonio Obregón
González del Corral. en escrito presentado en este Tri­
bunal el 19 de noviembre de 1993, reitera y reproduce

sus alegaciones y termina diciendo que son evidentes
las consecuencias injustas y contrarias a la efectividad
del derecho a la tutela judicial que la citada Disposición
transitoria segunda era susceptible de producir en su
aplicación y es por ello por laque solicitó que se elevase
cuestión de inconstitucionalidad al Pleno respecto de
dicha norma. De cualquier manera, y si se considerase
por el Tribunal que no procede elevar al Pleno la corres­
pondiente cuestión de inconstitucionalidad, la Sala, insis­
te esta parte, habrá de tener en cuenta que en el presente
caso se colocó a su representado en una situación de
indefensión como la ya explicada. quizás por un excesivo
rigor en la aplicación de la ley por el Tribunal Supremo.
No sólo no se tuvo en cuenta un elemento fundamental
en la aplicación de las leyes como es la equidad, sino
que se hizo caso omiso de la reiterada doctrina del Tri­
bunal Constitucional en lo referente a la aplicación de
las normas procesales, que han de ser interpretadas en
el sentido más favorable al ejercicio del derecho a la
tutela judicial efectiva reconocido en el arto 24 C.E.

En resumen, el Auto' de inadmisión dictado por el
Tribunal Supremo produjo indefensión en su represen­
tado al negársele no sólo el ejercicio de un derecho
con un contenido concreto y adquirido con anterioridad,
sino que al margen de la consideración sobre la cons­
titucionalidad o no de la Disposición citada, se le negó
la posibilidad de subsanar lo que debería de haberse
considerado en última instancia como defecto procesal
y por tanto subsanable, en contradicción flagrante con
la garantía constitucional reconocida en el arto 24 C.E.
Por lo expuesto, solicita que se dicte en su día Sentencia
por la que se conceda el amparo solicitado por esta
parte en los términos solicitados en su escrito de deman­
da de amparo.

11. Por providencia de 16 de junio de 1994, se
señaló para deliberación y votación de la presente Sen­
tencia el día 20 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. .Considera el recurrente que el Auto del Tribunal
Supremo de 3 de diciembre de 1992 vulnera su derecho
constitucional a la tutela judicial al interpretar con rigor
excesivo, y literalismo formal. las normas de Derecho
transitorio de la Ley 10/1992, de Reforma de la Ley
de Enjuiciamiento Civil, concretamente la Disposición
transitoria segunda.

El Auto del Tribunal Supremo inadmite en parte el
recurso de casación civil del recurrente al rechazar dos
de los motivos alegados, fundados en un error en la
apreciación de las pruebas. El rechazo parcial se funda
en que ese fundamento (error en la apreciación de la
prueba, antiguo 1.692, núm. 4.°), fue suprimido por la
Ley de Reforma y ser esta Ley la aplicable al caso, habida
cuenta del momento de la interposición del recurso. Fren­
te a esta solución judicial la parte aquí recurrente sos­
tiene que como el recurso se preparó con anterioridad
a la vigencia de la ley nueva, debió ser la antigua la
aplícable. Constan en los antecedentes de esta Sentencia
los argumentos pormenorizados de la parte y del Fiscal,
a los que procede hacer remisión por razones 'de
brevedad.

2. La queja, como se ha dicho, reside en que con
esa interpretación y aplicación de la Disposición tran­
sitoria, se le merma al recurrente su derecho a la tutela
judicial ~efectiva, en su vertiente del acceso a los recursos.
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No va a entrar este Tribunal en el problema de la
aplicación del Derecho transitorio provocado por las
modificaciones normativas. En general es competencia
de la jurisdicción (art. 117.3 C.E.) y así lo ha venido
dici,endo el Tribunal Constitucional. tanto en términos
generales. como en los casos o supuestos semejantes
al aquí planteado. y de ello son muestras las SSTC
374/1993. 144/1993. Y 162/1994. las cuales. aunque
se refieran a la modificación de la cuantía para recurrir.
constituyen claro precedente para el presente caso. que
deberá ser decidido de acuerdo con la doctrina de esas
Sentencias porque es una y la misma la ratio decidendi.
es decir. la de la competencia de la jurisdicción ordinaria.

En efecto. como se dice en la STC 162/1994. antes
citada, al margen de la validez o no de la interpretación
que hace la Sala Primera del Tribunal Supremo. lo cierto
es que la cuestión planteada constituye materia de lega­
lidad ordinaria. ajena. pues. al recurso de amparo que.
cama se ha dicho reiteradamente. no es una tercera
instancia. En estos casos, este Tribunal ha de limitarse
a verificar que la resolución de inadmisión de casación
sea fundada y no arbitra,ria. y desde esta óptica cons­
titucional es claro que la resolución recurrida se funda
en la aplicación razonada de una causa legal existente.
debidamente apreciada por el órgano judicial (SSTC
93/1993. 161/1992. 63/1992. 55/1992. 50/1990.
214/1988y 10/1987).

También se dijo en dichas Sentencias que no existe
precepto constitucional que fundamente el derecho de
los justiciables a la inmodificabilidad del sistema de orde­
nación de los recursos legalmente establecidos -ATC
279/1985-. y que. siempre que se respete el derecho
de las partes a «un proceso con todas las garantías».
es constitucionalmente lícita la modificación legislativa
de los recursos existentes en un momento dado y la
extensión de las reformas a situaciones jurídicas pre­
cedentes mediante fórmulas de Derecho transitorio, y
que la interpretación de la norma aplicable en supuestos
de Derecho transitorio es una cuestión que. en virtud
de lo dispuesto en el arto 117.3 C.E. pertenece a la COm­
petencia exclusiva de los Tribunales ordinarios. a quienes
corresponde determinar la norma aplicable.

Consecuentemente. este recurso deberá ser deses­
timado. tanto por lo expuesto y citado. cama por los
razonamientos que se contienen en las Sentencias de
este Tribunal Constitucional aludidas. a las que se hace
la obligada remisión.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado.

Publíquese esta Sentencia en el «BoIetfn Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veintitrés de junio de mil nove­
cientos noventa y cua.tro.-Miguel .Rodríguez-Piñero y
Bravo-Ferrer.-earlos de la Vega Benayas.-Vicente Gime­
no Sendra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz
Villalón.-Firmado y rubricado.

17500 Pleno. Sentencia 19411994, de 28 de junio
de 1994. Conflictos positivos de competen­
cia 1.12311986. 1.12411986 Y 1.31911987
(acumulados). Promovidos por el Gobierno
Vasco en relación con el Real Decreto
1.31911987, de 13 de junio. sobre normas
para la celebración de elecciones a los. órga­
nos de representación de los trabajadores de
la empresa. el Real Decreto 1.25611986; de
13 de junio. por el que se crea la Comisión
Nacional de Elecciones Sindicales y la Reso­
lución de la Dirección General de Trabajo. del
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de
5 de junio de 1987. respectivamente. .

El Pleno del Tribunal Constitucional compuesto por
don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Presidente;
don Luis López Guerra. don Fernando García-Mon y Gon­
zález-Regueral. don Carlos de la Vega Benayas. don Euge­
nio Díaz Eimil. don Vicente Gimeno Sendra. don José
Gabaldón López. don Rafael de Mendizábal Allende. don
Julio Diego González Campos. don Pedro Cruz VillaIón
y don Caries Viver Pi-Sunyer. Magistrados, ha pronun­
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En los conflictos positivos de competencia acumu­
lados. núms. 1.123/86, 1.124/86 y 1.319/87. promo­
vidos por el Gobierno Vasco, en relación con el Real
Decreto 1.311/1986. de 13 de junio, sobre normas para
la celebración de elecciones a los órganos dé represen­
tación de los trabajadores en la empresa. el Real Decreto
1.256/1986, de 13 de junio. por el que se crea la Comi­
sión Nacional de Elecciones Sindicales y la Resolución
de la Dirección General de Trabajo. del Ministerio de
Trabajo y Seguridad Social de 5 de junio de 1987, res­
pectivamente. Ha comparecido el Gobierno del Estado
y ha sido Ponente el Magistrado don Vicente Gimeno
Sendra. quien expresa el parecer del Tribunal.

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal con fecha
27 de octubre de 1986, don José Antonio Alberdi Laríz­
goitia, en representación del Gobierno Vasco. planteó
conflicto positivo de competencia contra el Real Decreto
1.311/1986. de 13 de junio, por el que se establecen
normas para la celebración de elecciones a los órganos
de representación de los trabajadores en la empresa,
al entender que la referida norma invadfa el ámbito com­
petencial de la Comunidad Autónoma promotora del
conflicto.

2. Por Acuerdo del Gobierno Vasco de fecha 29
de julio de 1986, se decidió dirigir el preceptivo reque­
rimiento al Gobierno del Estado. a los efectos previstos
en el arto 63 LOTC. Dicho requerimiento. formulado
mediante escrito de fecha 1 de septiembre del mismc
año. fue rechazado por el Gobierno del Estado mediante
escrito de fecha 2 de octubre de 1986. por considerarlo
infundado, añadiendo que .do que se dispone en con­
creto en su arto 13.7 sobre información del nÚmero de
empresas y trabajadores que participan en el proceso
electoral. no impide que dicha información pueda ser
facilitada, también, dentro de' su ámbito. por las Comu­
nidades Autónomas con competencia en la materia».


